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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 
Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se 
presentan, puede visitar la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente dirección: 

 
http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 
Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 

  
1. Tesis: 2a. LVI/2015 (10a.)  

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. PRESUPUESTOS PARA 
SU APLICACIÓN. 

 
2. Tesis: PC.XVI.A. J/10 A (10a.)  

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR LA LEGAL PROPIEDAD, POSESIÓN, 
ESTANCIA, TENENCIA O IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA Y 
LAS CONTRIBUCIONES RELACIONADAS CON ÉSTAS, EMITIDA CON FUNDAMENTO EN LOS 
ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN V Y 49 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES LEGAL 
AUNQUE SE DIRIJA GENÉRICAMENTE AL PROPIETARIO Y/O POSEEDOR DE AQUÉLLAS.   
 

3. Tesis: PC.III.A. J/9 A (10a.)  
IMPUESTO A LA VENTA FINAL AL PÚBLICO EN GENERAL DE GASOLINAS O DIÉSEL. EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS QUE LO PREVÉ CONTEMPLA, DE MANERA ESPECÍFICA, LA MECÁNICA PARA SU 
DETERMINACIÓN, POR LO QUE ES INAPLICABLE LA DIVERSA FORMA DE TRIBUTACIÓN 
PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 5o. DE LA MISMA LEY (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).   

 
4. Tesis: I.5o.C.1 CS (10a.)  

DERECHOS HUMANOS. LA PREVISIÓN DE QUE SU TUTELA SÓLO PUEDE DESPLEGARSE EN 
EL ÁMBITO DE COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES DEL ESTADO NO ES UNA 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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RESTRICCIÓN A SU EJERCICIO, SINO UNA HERRAMIENTA PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL 
SISTEMA PARA SU PROTECCIÓN. 
 

5. Tesis: I.1o.A.102 A (10a.)  
CONDONACIÓN. EL DERECHO PREVISTO EN EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA 
LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013 CONTINÚA 
VIGENTE, AUN DESPUÉS DE HABERSE DEROGADO LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS 
QUE LO INSTRUMENTARON.  
 

6. Tesis: 2a./J. 90/2015 (10a.)  
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR EL 
PLAZO PARA SU PROMOCIÓN CONFORME A LA LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 24 DE 
DICIEMBRE DE 2013, DEBE CONSIDERARSE QUE LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA SURTE EFECTOS EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUE.  
 

7. Tesis: XXX.1o. J/1 (10a.)  
BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. REQUISITOS PARA QUE LOS 
PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, TENGAN DERECHO AL INCREMENTO ANUAL DE ESAS 
PRESTACIONES EN LA MISMA PROPORCIÓN EN QUE SE AUMENTEN A LOS TRABAJADORES 
EN ACTIVO.  
 

8. Tesis: XXVII.1o.2 A (10a.)  
VIOLACIÓN PROCESAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA. EL QUEJOSO NO ESTÁ OBLIGADO A 
PREPARARLA, PREVIO A LA PRESENTACIÓN DE SU DEMANDA DE AMPARO DIRECTO, SI 
ACREDITA QUE TUVO CONOCIMIENTO DE ELLA DESPUÉS DEL DICTADO DE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA.  
 

9. Tesis: VII.2o.T.4 L (10a.)  
TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SI GOZAN DE UNA 
PENSIÓN POR INVALIDEZ EN SU CALIDAD DE ASEGURADOS, NO TIENEN DERECHO AL 
OTORGAMIENTO Y PAGO DE UNA POR JUBILACIÓN POR AÑOS DE SERVICIOS, AL NO 
PODER COEXISTIR AMBAS PRESTACIONES POR UBICARSE EN EL MISMO RÉGIMEN 
ECONÓMICO.  
 

10. Tesis: III.4o.C.38 C (10a.)  
PRESCRIPCIÓN DEL BILLETE DE DEPÓSITO EN FAVOR DEL FISCO FEDERAL. EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DEL SERVICIO DE TESORERÍA DE LA FEDERACIÓN, SE 
ACTUALIZA SI NO SE SOLICITA SU DEVOLUCIÓN DENTRO DE LOS DOS AÑOS SIGUIENTES AL 
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TÉRMINO DE SEIS MESES PREVISTO POR EL DIVERSO 129 DE LA LEY DE AMPARO 
ABROGADA, PARA QUE LA PARTE TERCERO PERJUDICADA TRAMITE EL INCIDENTE DE 
RECLAMACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS.  
 

11. Tesis: I.1o.A.E.65 A (10a.)  
DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. CUANDO SE IMPUGNE LA FALTA DE RESPUESTA 
DE LA AUTORIDAD, ÉSTA DEBERÁ JUSTIFICAR LA RAZONABILIDAD DE SU DILACIÓN, SIN 
QUE PUEDA ADUCIR, COMO EXIMENTE DEL CUMPLIMIENTO DE AQUELLA OBLIGACIÓN, 
QUE AÚN NO HA TRANSCURRIDO UN PLAZO DETERMINADO.  
 

12. Tesis: VI.3o.A.6 K (10a.)  
ACTOS DE PARTICULARES EQUIPARABLES A LOS DE AUTORIDAD. SUS CARACTERÍSTICAS 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA.  
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL  

Y ADMINISTRATIVA 
 

Para ver el texto completo de cualquiera de las tesis o jurisprudencias que a continuación se 
presentan, puede visitar la revista mensual del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa en 
la siguiente dirección: 
 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 
 

Al dar clic en cualquiera de los rubros que a continuación se muestran, será redirigido en este mismo 
documento, a un extracto de la tesis o jurisprudencia en cuestión. 

 
1. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

VII-J-SS-69 
ACTA CIRCUNSTANCIADA DE VISITA DE VERIFICACIÓN. LA AUTORIDAD NO ESTÁ 
OBLIGADA A LEVANTARLA EN PRESENCIA DE DOS TESTIGOS CUANDO EL PARTICULAR 
VISITADO SE NIEGA O SE OPONE A QUE SE PRACTIQUE LA DILIGENCIA. 
 

2. Código Fiscal de la Federación. 
VII-J-SS-194 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA DE MANERA 
DIRECTA CON EL CONTRIBUYENTE. EL PLAZO DE DOCE MESES PREVISTO POR LA FRACCIÓN 
I, ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 52-A, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE 
EN 2010, NO ACOTA EL EJERCICIO DE AQUÉLLAS. 

 
3. Acuerdo por el que se establece la circunscripción territorial de las unidades 

administrativas del  Servicio de Administración Tributaria. 
VII-J-SS-199 
COMPETENCIA TERRITORIAL DE LOS ADMINISTRADORES DE ADUANAS Y EL PERSONAL A 
SU CARGO. PARA FUNDAMENTARLA BASTA QUE SE CITE LA FRACCIÓN CORRESPONDIENTE 
DEL ARTÍCULO SEGUNDO DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
TERRITORIAL DE LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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TRIBUTARIA, MISMA QUE FACULTA LA ACTUACIÓN DE LA ADUANA A LA QUE ESTÁN 
ADSCRITOS. 

 
4. Comercio Exterior. 

VII-P-1aS-1167 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO.- LA REGLA 2.4.3. DE LA RESOLUCIÓN EN MATERIA 
ADUANERA DE LA DECISIÓN 2/2000 DEL CONSEJO CONJUNTO DEL ACUERDO INTERINO 
SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y LA COMUNIDAD EUROPEA, GENERA UN MAYOR BENEFICIO QUE LA 
REGLA 3.7.22 FRACCIÓN III DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE 
COMERCIO EXTERIOR PARA EL EJERCICIO FISCAL 2011. 
 

5. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
VII-P-1aS-1169 
ADQUISICIÓN DE DESPERDICIOS.- LA REGLA 5.1.3. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2004, RESPETA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y PRIMACÍA DEL 
ARTÍCULO 1º-A PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN II, INCISO B) DE LA LEY DEL IMPUESTO AL 
VALOR AGREGADO 2004. 
 

6. Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 
VII-P-1aS-1170 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, RESULTA IMPROCEDENTE CUANDO SE 
CONTROVIERTEN LAS REGLAS 47, 48 Y 54 DE LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE ESTABLECEN 
LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL RELATIVAS A LA APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
EN MATERIA ADUANERA DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE, SI 
NO HAY ACTO DE APLICACIÓN. 
 

7. Ley Aduanera. 
VII-P-1aS-1171 
RESOLUCIÓN FINAL DEL EXAMEN PARA SUPRIMIR LAS CUOTAS COMPENSATORIAS, 
RESULTA PROCEDENTE SU IMPUGNACIÓN A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, CUANDO PREVIAMENTE SE INTERPUSO EL RECURSO DE REVOCACIÓN. 
 

8. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-1aS-1181 
HECHO NOTORIO. SE CONSTITUYE CON LO RESUELTO POR EL ÓRGANO JUZGADOR EN 
DIVERSO JUICIO Y LA EJECUTORIA QUE LE DÉ FIRMEZA. 
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9. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-1aS-1182 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO 
CONTENCIOSO EN CONTRA DE ACTOS EMITIDOS ANTES DEL REMATE, CONFORME AL 
PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 127 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A 
PARTIR DEL 29 DE JUNIO DE 2006. 
 

10. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-1aS-1183 
AVISO PARA DICTAMINAR ESTADOS FINANCIEROS.- SU PRESENTACIÓN ES INSUFICIENTE 
PARA TERMINAR ANTICIPADAMENTE UNA VISITA DOMICILIARIA. 
 

11. Comercio exterior. 
VII-P-1aS-1185 
PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN Y CERTIFICADO DE ORIGEN. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN 
DEL PRIMERO Y SE CONSIDERA VÁLIDO EL SEGUNDO, SIEMPRE QUE LA DESCRIPCIÓN DE 
LA MERCANCÍA CORRESPONDA CON LAS IMPORTADAS. 
 

12. Ley Aduanera. 
VII-P-1aS-1186 
REGLA 2.12.2 DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR.- CUÁNDO 
PROCEDE SU APLICACIÓN PARA EFECTOS DE RECTIFICAR EL PEDIMENTO DE 
IMPORTACIÓN. 
 

13. Código Fiscal del Federación. 
VII-P-1aS-1188 
COMPETENCIA. LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS QUE INTEGRAN EL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA NO SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A CITAR ARTÍCULOS DE 
LA LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE PARA SUSTENTAR SUS ACTOS. 
 

14. Ley Aduanera. 
VII-P-1aS-1189 
VALORACIÓN ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA. 
 

15. Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
VII-P-2aS-797 
REPORTE GENERAL DE CONSULTA DE INFORMACIÓN DEL CONTRIBUYENTE. LA LEYENDA 
SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES NO IMPLICA LA DEL DOMICILIO FISCAL. 
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16. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-2aS-799 
REVISIÓN DEL DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS DE LOS CONTRIBUYENTES 
FORMULADO POR CONTADOR PÚBLICO, Y REVISIÓN DE GABINETE DE LA 
DOCUMENTACIÓN DE LOS CONTRIBUYENTES, PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y IV DEL 
ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SON FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN AUTÓNOMAS E INDEPENDIENTES ACORDE A LO DISPUESTO POR EL 
ARTÍCULO 52-A DE ESE MISMO ORDENAMIENTO. (LEGISLACIÓN VIGENTE DURANTE 2008). 
 

17. Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 
VII-P-2aS-800 
INCIDENTE DE INCOMPETENCIA INTERPUESTO POR LA DEMANDADA.- CASO EN QUE ÉSTA 
NO PRUEBA CON EL REPORTE GENERAL DE CONSULTA DE INFORMACIÓN DE 
CONTRIBUYENTE EL DOMICILIO FISCAL DE LA ACTORA A LA FECHA DE INTERPOSICIÓN DE 
LA DEMANDA. 
 

18. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
VII-P-2aS-801 
IMPORTACIÓN DE BIENES. PARA LA DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO DEBE TOMARSE EN CONSIDERACIÓN LA CUOTA COMPENSATORIA 
CORRESPONDIENTE. 
 

19. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
VII-P-2aS-802 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.- PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR SOBRE EL QUE 
SE APLICARÁ LA TASA QUE CORRESPONDA A LA IMPORTACIÓN DE BIENES TANGIBLES, 
DEBE CONSIDERARSE A LAS CUOTAS COMPENSATORIAS Y DEMÁS GRAVÁMENES QUE SE 
TENGAN QUE PAGAR CON MOTIVO DE LA OPERACIÓN. 
 

20. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-2aS-804 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 
EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 
FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

21. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente. 
VII-CASR-2HM-36 
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VISITA DOMICILIARIA. SI SE PIDE SU CONCLUSIÓN ANTICIPADA ES ILEGAL REQUERIR AL 
PROMOVENTE ACREDITE SU PERSONALIDAD, CUANDO EN SU INICIO ESTA YA SE HABÍA 
HECHO CONSTAR EN ACTAS. 
 

22. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASE-JL-14 
DECLARACIONES FISCALES. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "NO SE HAYA INICIADO EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN" CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 32 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 
 

23. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-58 
AVALÚO. EL PRACTICADO CONFORME AL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN DEBE SER TOTAL Y NO PROPORCIONAL O EN SECCIONES Y EN CASO DE 
EXISTIR REMANENTE DEBERÁ ENTREGARSE AL DEUDOR. 
 

24. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-59 
PERITO TERCERO VALUADOR. EL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
NO CONTEMPLA LA EXIGENCIA DE SU NOMBRAMIENTO CUANDO EL AVALÚO DEL PERITO 
DEL EMBARGADO NO SUPERE EN UN 10% AL REALIZADO POR LA AUTORIDAD. 
 

25. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-60 
RECURSO DE REVOCACIÓN. EL PLANTEADO CONFORME AL ARTÍCULO 175 EN RELACIÓN 
CON EL 117, FRACCIÓN II, INCISO b) DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN DEBE ESTAR 
ENCAMINADO A CONTROVERTIR EL ACTO DE AUTORIDAD QUE DETERMINE EL VALOR DE 
LOS BIENES INMUEBLES EMBARGADOS. 
 

26. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
VII-CASA-III-62 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA REGULADO 
POR EL ARTÍCULO 150 DE DICHA LEY. LA EXPRESIÓN "A PARTIR DE ESE MOMENTO" O SU 
EQUIVALENTE CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD PARA EFECTOS EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 52, FRACCIONES II Y III DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEJA AL ARBITRIO DE LA AUTORIDAD DICHA REPOSICIÓN, PERO NO SE 
REFIERE A LA EMISIÓN DE UN NUEVO ACTO DETERMINATIVO QUE SUBSANE LA OMISIÓN 
FORMAL.  
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27. Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 
VII-CASA-III-63 
SOBRESEIMIENTO. PROCEDE CUANDO EL CONTRIBUYENTE QUE REALIZA HABITUALMENTE 
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS EN ESTABLECIMIENTOS FIJOS, ALEGUE LA ILEGALIDAD 
DE LAS REGLAS I.6.11 DE LA 4a. RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL 2009 Y I.6.2.7 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 2010 (REGLA 
5.2.33. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015), AL NO SERLE APLICABLES Y 
NO EXISTIR UNA AFECTACIÓN A SU INTERÉS JURÍDICO. 
 

28. Ley del Impuesto Sobre la Renta. 
VII-CASA-III-64 
PÉRDIDAS EN OPERACIONES FINANCIERAS DERIVADAS DE UNA DEUDA Y DE CAPITAL, 
REQUISITOS PARA QUE PUEDAN SER DISMINUIDAS DE LAS GANANCIAS O DE LOS 
INTERESES. 
 

29. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-69 
VACACIONES GENERALES DE LAS AUTORIDADES FISCALES FEDERALES. PARA EFECTO DEL 
CÓMPUTO DEL PLAZO DE VEINTE DÍAS PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS U OMISIONES 
ASENTADOS EN EL OFICIO DE OBSERVACIONES, A QUE SE REFIEREN LAS FRACCIONES VI 
DEL ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBEN SER PROBADAS POR LA 
PARTE INTERESADA. 
 

30. Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal. 
VII-CASA-V-82 
COMPETENCIA. LA DETENTAN, LA SUBTESORERÍA DE FISCALIZACIÓN Y LA DIRECCIÓN DE 
REVISIONES FISCALES, AMBAS ADSCRITAS A LA TESORERÍA DEL DISTRITO FEDERAL, EN 
MATERIA DE FISCALIZACIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES RESPECTO 
DE CONTRIBUCIONES COORDINADAS.  
 

31. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-V-83 
SUSTITUCIÓN DE AUTORIDADES FISCALES. NO SE ACTUALIZA CUANDO INTERVIENEN DOS 
FUNCIONARIOS ADSCRITOS A UNA MISMA UNIDAD ADMINISTRATIVA. 
 

32. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-V-84 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE IMPUESTOS COORDINADOS. LAS DIRECCIONES 
REGIONALES DE AUDITORÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, INVERSIÓN Y 
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ADMINISTRACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO DEBEN FUNDAR SU 
COMPETENCIA MATERIAL PARA TAL EFECTO TAMBIÉN EN LA LEGISLACIÓN LOCAL 
APLICABLE. 
 

33. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 
VII-CASA-V-85 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DEL VALOR DE ACTOS O ACTIVIDADES GRAVADOS A LA 
TASA DEL 16%. INDEBIDA APLICACIÓN DEL FACTOR 1.16 PARA SEPARAR DE LA 
CONTRAPRESTACIÓN EL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 
 

34. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
VII-CASA-V-86 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. FORMA DE DISTINGUIRLA DE ENTRE LAS 
ACTUACIONES DE LA AUTORIDAD. 
 

35. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-V-87 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. LA CONSTITUYE LA OMISIÓN DE 
CIRCUNSTANCIAR DEBIDAMENTE HECHOS CONOCIDOS DURANTE LA VISITA 
DOMICILIARIA. 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS  
DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACION. 

 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx# 
 

 
1. Tesis: 2a. LVI/2015 (10a.) 

PRINCIPIO DE INTERPRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. PRESUPUESTOS PARA 
SU APLICACIÓN. Si bien es cierto que en términos del artículo 1o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades deben interpretar las normas relativas a 
los derechos humanos de conformidad con el principio indicado, también lo es que dicha 
obligación se actualiza cuando el operador jurídico advierte que dos o más normas son 
aplicables al caso y debe elegir la que otorga la protección más amplia a la persona, o bien, 
cuando sólo existe una norma aplicable, pero que admite diversas interpretaciones que se 
traducen en mayor o menor protección a los derechos fundamentales; lo que implica que 
no es necesario que exista un conflicto entre normas, ni que éstas sean de la misma 
naturaleza y finalidad para que sea aplicable el principio de interpretación más favorable a 
la persona. Ahora bien, en este supuesto, antes de hacer la interpretación, el juzgador debe 
determinar que efectivamente la o las normas en cuestión son aplicables al caso concreto, 
es decir, que el derecho reconocido se encuentre tutelado en diversas normas o que la que 
lo tutela admite distintas interpretaciones. En este tenor, la obligación de resolver conforme 
al principio en cuestión se traduce en la elección de la norma o la interpretación más 
favorable para la persona, de entre las que resulten aplicables al derecho reconocido, pero 
no de todo el universo normativo. 

 
2. Tesis: PC.XVI.A. J/10 A (10a.)  

ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR LA LEGAL PROPIEDAD, POSESIÓN, 
ESTANCIA, TENENCIA O IMPORTACIÓN DE MERCANCÍAS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA Y 
LAS CONTRIBUCIONES RELACIONADAS CON ÉSTAS, EMITIDA CON FUNDAMENTO EN LOS 
ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN V Y 49 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. ES LEGAL 
AUNQUE SE DIRIJA GENÉRICAMENTE AL PROPIETARIO Y/O POSEEDOR DE AQUÉLLAS.  La 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 
120/2010, consideró que la visita domiciliaria relativa a la revisión de la legal importación, 
estancia y tenencia en el país de mercancías provenientes del extranjero se centra en la 
existencia de mercancías en un domicilio determinado para verificar su legal estancia en el 
país, por lo que no se requiere precisar el nombre de la persona o las personas a las que se 

http://sjf.scjn.gob.mx/SJFSem/Paginas/SemanarioV5.aspx
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dirige; requisito que, con fundamento en la fracción III del artículo 43 del Código Fiscal de la 
Federación, tampoco es exigible cuando esa orden se emite con fundamento en los diversos 
numerales 42, fracción V y 49 de ese Código, para revisar, además, las contribuciones 
relacionadas con esas mercancías, pues ello no implica que en este supuesto se fiscalice la 
contabilidad del contribuyente en particular, sino que se circunscribe al cumplimiento del 
propietario y/o poseedor de las obligaciones relacionadas precisamente con esas 
mercancías, a través de la inspección de los documentos comprobatorios respectivos; de ahí 
que es legal la visita domiciliaria para verificar la legal propiedad, posesión, estancia, 
tenencia o importación de mercancías de procedencia extranjera y las contribuciones 
relacionadas con ellas, emitida con fundamento en los artículos 42, fracción V y 49, 
aludidos, aun cuando se dirija genéricamente al propietario y/o poseedor de aquéllas, toda 
vez que resulta innecesario citar previamente a persona determinada, pues lo que se 
persigue, para combatir el contrabando y las prácticas fiscales evasivas, es que se practique 
de manera imprevista con quien se encuentre en el domicilio en que se localizan las 
mercancías. 

 
3. Tesis: PC.III.A. J/9 A (10a.)  

IMPUESTO A LA VENTA FINAL AL PÚBLICO EN GENERAL DE GASOLINAS O DIÉSEL. EL 
ARTÍCULO 2o.-A, FRACCIÓN II, DE LA LEY DEL IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y 
SERVICIOS QUE LO PREVÉ CONTEMPLA, DE MANERA ESPECÍFICA, LA MECÁNICA PARA SU 
DETERMINACIÓN, POR LO QUE ES INAPLICABLE LA DIVERSA FORMA DE TRIBUTACIÓN 
PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 5o. DE LA MISMA LEY (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).  El artículo 2o.-A, fracción II, de la Ley del 
Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, prevé en forma específica las cuotas o 
tarifas para la venta final al público en general de gasolina o diésel; de ahí que tal porción 
normativa contiene la mecánica para determinar el aludido tributo sin que sea aplicable, por 
tanto, la diversa forma de tributación del segundo párrafo del artículo 5o. de la legislación 
en cita en tanto que, en esta última, se define un diverso procedimiento de liquidación del 
impuesto especial sobre producción y servicios, concerniente a las distintas hipótesis del 
numeral 2o. de la propia legislación. Por tanto, en concordancia con el artículo 1o. de la 
misma ley, al existir una cuota específica para el caso particular, no cabe acudir a la regla 
genérica de remisión a las tasas establecidas en el numeral 2o., que se vincula con el 
referido artículo 5o. de la propia ley. 

 
4. Tesis: I.5o.C.1 CS (10a.)  

DERECHOS HUMANOS. LA PREVISIÓN DE QUE SU TUTELA SÓLO PUEDE DESPLEGARSE EN 
EL ÁMBITO DE COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES DEL ESTADO NO ES UNA 
RESTRICCIÓN A SU EJERCICIO, SINO UNA HERRAMIENTA PARA EL FUNCIONAMIENTO DEL 
SISTEMA PARA SU PROTECCIÓN. Si en el juicio de amparo se alega la violación de un 
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derecho humano, ello no puede ser motivo para que, so pretexto de lograr la mayor 
protección de la persona y se cumplan las obligaciones constitucionalmente previstas para 
el Estado Mexicano, se soslayen normas que en el derecho interno establecen los 
procedimientos y competencias de los órganos jurisdiccionales, ni las del derecho sustantivo 
que resulten aplicables, pues si bien conforme al artículo 1o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos todas las autoridades tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, todo ello está delimitado 
por el ámbito de sus propias formas y competencias, establecidas para la eficacia de los 
derechos sustantivos; sin que ello conduzca a considerar que la delimitación constitucional 
para el cumplimiento de las obligaciones previstas en materia de derechos humanos, 
implique una restricción para su ejercicio; sin embargo, sí se está en presencia de una 
norma que posibilita y, a su vez, condiciona el funcionamiento del sistema diseñado para la 
tutela de los derechos humanos y, con ello, el cabal cumplimiento de dichos imperativos, 
circunscribiendo tal proceder al ámbito competencial de las autoridades del Estado, ello 
para evitar la inseguridad jurídica que implicaría dotar de eficacia, sin ninguna sujeción, a los 
derechos humanos que integran el parámetro de regularidad constitucional en el Estado 
Mexicano pues, de lo contrario, se generaría el caos en el sistema, al permitirse que la 
autoridad, con ese pretexto, actuara fuera de todo control; lo que los órganos de amparo no 
deben propiciar ni permitir. 
 

5. Tesis: I.1o.A.102 A (10a.)  
CONDONACIÓN. EL DERECHO PREVISTO EN EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA 
LEY DE INGRESOS DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013 CONTINÚA 
VIGENTE, AUN DESPUÉS DE HABERSE DEROGADO LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS 
QUE LO INSTRUMENTARON. El derecho de los contribuyentes para acceder a la 
condonación de sus créditos fiscales en los términos y condiciones que prevé el artículo 
tercero transitorio de la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2013 
continúa vigente a favor de quienes quieran hacerlo efectivo, sin importar que el 
procedimiento y el plazo para ejercerlo hubieran desaparecido, al haberse derogado el 
capítulo II.12.4. denominado: "De la condonación prevista en el transitorio tercero de la 
LIF", de la Primera resolución de modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2013, 
publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de febrero de 2013. Lo anterior, toda vez 
que el derecho sustantivo subsiste en la ley, circunstancia que es suficiente para ser exigible 
por el particular. Además, si bien la ley tiene una vigencia anual, ésta opera únicamente 
para las obligaciones y deberes relacionados con la captación de los ingresos, mas no para 
los derechos que reconoce, como el de la condonación, en tanto que por su naturaleza 
subsiste. Máxime que, atendiendo al principio de supremacía de la ley, los derechos 
previstos en ella gozan de plena efectividad, sin importar que las normas para su 
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instrumentación no existan o pierdan su vigencia, como en el caso, en virtud de que la 
propia ley de ingresos prevé los requisitos mínimos para hacerlo efectivo. Sostener una 
postura contraria, sería tanto como supeditar o dejar al arbitrio de la autoridad 
administrativa el ejercicio de ese derecho. 

 
6. Tesis: 2a./J. 90/2015 (10a.)  

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA SUMARIA. PARA DETERMINAR EL 
PLAZO PARA SU PROMOCIÓN CONFORME A LA LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 24 DE 
DICIEMBRE DE 2013, DEBE CONSIDERARSE QUE LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
IMPUGNADA SURTE EFECTOS EL DÍA HÁBIL SIGUIENTE AL EN QUE SE PRACTIQUE. Es 
criterio reiterado de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que las 
notificaciones de los actos que pretendan impugnarse surten efectos conforme a la ley que 
los rige y que las reglas de las notificaciones contenidas en la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, generalmente, regulan las diligencias practicadas dentro del 
juicio de nulidad. Sin embargo, del artículo 13, fracción I, inciso a), de ésta, vigente hasta el 
24 de diciembre de 2013, correlacionado con el diverso 58-2, párrafo último, del 
ordenamiento indicado, deriva que para determinar el plazo para la promoción del juicio, es 
necesario conocer cuándo surte efectos la notificación de la resolución impugnada, para lo 
cual expresamente establecen que debe estarse a dicha ley. En consecuencia, la norma base 
para definir cuándo surte efectos la notificación del acto controvertido en el juicio sumario, 
es el artículo 70 de la legislación aludida, conforme al cual las notificaciones surten sus 
efectos el día hábil siguiente al en que se practiquen, pues a diferencia de otros casos, en 
éste, el legislador previó en específico que se estuviera a este cuerpo normativo. Esta 
decisión es acorde al principio constitucional de interpretación más favorable a la persona 
contenido en el párrafo segundo del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en aras de respetar los derechos de seguridad jurídica y de acceso a la 
justicia, ya que de atender a la ley que rige al acto impugnado tratándose de multas 
administrativas, como sería el artículo 38 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo, el cual establece que las notificaciones surten efectos el mismo día en que 
se practican, ello podría causar perjuicio a quienes promovieron bajo la previsión expresa de 
las normas citadas en primer término. 

 
7. Tesis: XXX.1o. J/1 (10a.)  

BONO DE DESPENSA Y PREVISIÓN SOCIAL MÚLTIPLE. REQUISITOS PARA QUE LOS 
PENSIONADOS CONFORME A LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, TENGAN DERECHO AL INCREMENTO ANUAL DE ESAS 
PRESTACIONES EN LA MISMA PROPORCIÓN EN QUE SE AUMENTEN A LOS TRABAJADORES 
EN ACTIVO. El tercer párrafo del artículo 43 del Reglamento para el Otorgamiento de 
Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Artículo Décimo Transitorio del Decreto por el que 
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se Expide la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
(ISSSTE), cuya redacción coincide con la del último párrafo del artículo 57 de la ley de ese 
organismo, vigente hasta el 31 de marzo de 2007, señala que los pensionados tendrán 
derecho, en su proporción, a las prestaciones en dinero que les sean aumentadas de 
manera general a los trabajadores en activo, siempre y cuando les resulten compatibles; de 
lo que se advierte que los requisitos para que aquéllos tengan derecho al aumento 
proporcional del monto de las prestaciones de bono de despensa y previsión social múltiple 
son: que éstas hayan sido aumentadas de manera general a los trabajadores en activo, y 
que resulten compatibles con los pensionados. Por tanto, si se demuestra que la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público autorizó a las dependencias y entidades de la administración 
pública federal el pago de las prestaciones referidas a los trabajadores del mismo nivel que, 
en su momento, tuvo el pensionado, es decir, operativo, y el propio ISSSTE las reconoció 
como parte de la pensión, aquél tiene derecho a su incremento anual en la misma 
proporción en que se aumenten a los trabajadores en activo. 

 
8. Tesis: XXVII.1o.2 A (10a.)  

VIOLACIÓN PROCESAL EN MATERIA ADMINISTRATIVA. EL QUEJOSO NO ESTÁ OBLIGADO A 
PREPARARLA, PREVIO A LA PRESENTACIÓN DE SU DEMANDA DE AMPARO DIRECTO, SI 
ACREDITA QUE TUVO CONOCIMIENTO DE ELLA DESPUÉS DEL DICTADO DE LA SENTENCIA 
DEFINITIVA. Si bien es cierto que conforme a los artículos 107, fracción III, inciso a), último 
párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 170, fracción I, 171 y 
172 de la Ley de Amparo, vigente a partir del 3 de abril de 2013, en todas la materias, salvo 
los casos de excepción previstos en la propia ley -actos que afecten derechos de menores o 
incapaces, al estado civil, al orden o estabilidad de la familia, a ejidatarios, comuneros, 
trabajadores, núcleos de población ejidal o comunal o a quienes por sus condiciones de 
pobreza o marginación se encuentren en clara desventaja social para emprender un juicio, 
en asuntos penales promovidos por el inculpado y cuando se alegue que la ley aplicada o 
que se debió aplicar en el acto procesal, es contraria a la Constitución o a los tratados 
internacionales de los que México sea parte-, el quejoso está obligado a preparar las 
violaciones procesales, previo a la presentación de la demanda de amparo directo, a través 
de la interposición del recurso correspondiente durante la tramitación del juicio de origen, 
también lo es que, en materia administrativa, esa exigencia es inaplicable cuando se 
acredite que el quejoso tuvo conocimiento de la infracción que reclama después del dictado 
de la sentencia definitiva, ya que, en este supuesto, no estuvo en aptitud de prepararla en la 
secuela del juicio, lo que precisamente conforma la base fundamental de su concepto de 
violación, por lo que, en esa hipótesis, no es factible exigirle como requisito para atender la 
violación procesal tildada de ilegal, que previo al amparo la prepare, pues ello implicaría 
vulnerar su derecho al acceso efectivo a la justicia, consagrado en el artículo 17 
constitucional. 
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9. Tesis: VII.2o.T.4 L (10a.)  

TRABAJADORES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. SI GOZAN DE UNA 
PENSIÓN POR INVALIDEZ EN SU CALIDAD DE ASEGURADOS, NO TIENEN DERECHO AL 
OTORGAMIENTO Y PAGO DE UNA POR JUBILACIÓN POR AÑOS DE SERVICIOS, AL NO 
PODER COEXISTIR AMBAS PRESTACIONES POR UBICARSE EN EL MISMO RÉGIMEN 
ECONÓMICO. Si un trabajador del Instituto Mexicano del Seguro Social goza de una pensión 
por invalidez conforme al régimen de jubilaciones y pensiones inserto en el contrato 
colectivo de trabajo, no puede ser beneficiario de una pensión por jubilación por años de 
servicios, porque daría lugar al disfrute de dos pensiones (invalidez y vejez-jubilación) que 
resultan incompatibles, lo que se explica porque la jubilación por años de servicios, al no 
estar prevista en la Ley del Seguro Social, se integra con el importe que resulte de la pensión 
de vejez (eliminando el requisito de la edad) y ésta, a su vez, es la que se considera cuando 
se jubilan por años de servicios. De esta manera, si de acuerdo con el artículo 175, fracción I, 
de la Ley del Seguro Social derogada, las pensiones de invalidez, cesantía en edad avanzada 
y vejez son excluyentes entre sí, de modo que no pueden coexistir, y la pensión por 
jubilación se asemeja, por su financiamiento, a la de vejez, sin el requisito de la edad, 
cuando dicho instituto otorga una pensión por invalidez, en los términos referidos, la 
solicitud posterior de jubilación por años de servicios es improcedente, al no poder coexistir 
ambas prestaciones, por ubicarse en el mismo régimen económico. 

 
10. Tesis: III.4o.C.38 C (10a.)  

PRESCRIPCIÓN DEL BILLETE DE DEPÓSITO EN FAVOR DEL FISCO FEDERAL. EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 36 DE LA LEY DEL SERVICIO DE TESORERÍA DE LA FEDERACIÓN, SE 
ACTUALIZA SI NO SE SOLICITA SU DEVOLUCIÓN DENTRO DE LOS DOS AÑOS SIGUIENTES AL 
TÉRMINO DE SEIS MESES PREVISTO POR EL DIVERSO 129 DE LA LEY DE AMPARO 
ABROGADA, PARA QUE LA PARTE TERCERO PERJUDICADA TRAMITE EL INCIDENTE DE 
RECLAMACIÓN DE DAÑOS Y PERJUICIOS. No obstante que el artículo 129 de la Ley de 
Amparo abrogada no restringe el derecho del quejoso para solicitar la devolución del billete 
de depósito que exhibió dentro del incidente de suspensión, una vez transcurrido el lapso 
de seis meses que dicha norma otorga a la parte tercera perjudicada para promover el 
incidente de reclamación de daños y perjuicios, sin que éste se tramitara, lo objetivamente 
incuestionable es que el citado dispositivo legal debe interpretarse de manera armónica con 
el 36 de la Ley del Servicio de Tesorería de la Federación que, al respecto, establece que los 
depósitos al cuidado o a disposición del Gobierno Federal constituidos en dinero o en 
valores, inclusive, los intereses que en su caso generen, prescribirán a favor del fisco federal 
en dos años contados a partir de la fecha en que legalmente pudo exigirse su devolución por 
el depositante. Con base en lo anterior, se concluye que si no se solicita la devolución del 
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referido valor dentro de los dos años siguientes al término de seis meses previsto por el 
primer numeral citado, prescribe en favor del fisco federal. 

 
11. Tesis: I.1o.A.E.65 A (10a.)  

DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. CUANDO SE IMPUGNE LA FALTA DE RESPUESTA 
DE LA AUTORIDAD, ÉSTA DEBERÁ JUSTIFICAR LA RAZONABILIDAD DE SU DILACIÓN, SIN 
QUE PUEDA ADUCIR, COMO EXIMENTE DEL CUMPLIMIENTO DE AQUELLA OBLIGACIÓN, 
QUE AÚN NO HA TRANSCURRIDO UN PLAZO DETERMINADO. Cuando un gobernado 
impugne en la vía jurisdiccional la falta de respuesta a una petición formulada en términos 
del artículo 8o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la autoridad 
responsable no puede aducir válidamente, como eximente del cumplimiento de la 
obligación relativa, el hecho de que aún no ha transcurrido un plazo determinado, sino que 
deberá justificar la razonabilidad de su dilación, es decir, las afirmaciones en las cuales 
pretenda sustentar su inactividad; de lo contrario, deberá tenerse por infringido el derecho 
fundamental mencionado. 

 
12. Tesis: VI.3o.A.6 K (10a.)  

ACTOS DE PARTICULARES EQUIPARABLES A LOS DE AUTORIDAD. SUS CARACTERÍSTICAS 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO EN SU CONTRA. De 
conformidad con el artículo 5o., fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, vigente a 
partir del 3 de abril de 2013 y el proceso legislativo que le dio origen, en específico, los 
dictámenes de las Cámaras de Senadores y Diputados, para determinar si un particular 
realiza actos equiparables a los de autoridad para efectos de la procedencia del juicio de 
amparo en su contra, debe verificarse si: 1. El acto que se le atribuye lo realizó unilateral y 
obligatoriamente, esto es, si su dictado, orden o ejecución se llevó a cabo sin la intervención 
del quejoso y lo constriñó a su observancia o, en su caso, omitió realizar un acto que estaba 
obligado a efectuar, y si con dicho acto u omisión se crearon, modificaron o extinguieron 
situaciones jurídicas, en un plano de supra a subordinación; 2. Ese acto se realizó (u omitió 
realizarse) con base en funciones determinadas por una norma general; y 3. En su contra no 
existe un medio de defensa ordinario que permita al gobernado defender el derecho 
afectado. 
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TESIS Y JURISPRUDENCIAS DELTRIBUNAL FEDERAL  
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA 

 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/ 
 

1. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 
VII-J-SS-69 
ACTA CIRCUNSTANCIADA DE VISITA DE VERIFICACIÓN. LA AUTORIDAD NO ESTÁ 
OBLIGADA A LEVANTARLA EN PRESENCIA DE DOS TESTIGOS CUANDO EL PARTICULAR 
VISITADO SE NIEGA O SE OPONE A QUE SE PRACTIQUE LA DILIGENCIA.- El artículo 66 de la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo establece que de toda visita de verificación se 
levantará acta circunstanciada, en presencia de dos testigos propuestos por la persona con 
quien se hubiere entendido la diligencia o por quien la practique si aquélla se hubiere 
negado a proponerlos. Sin embargo, para que la autoridad dé cumplimiento a esa 
formalidad es indispensable que se lleve a cabo la visita de verificación, pues de lo contrario 
se encontraría materialmente impedida para cumplir esa obligación. Esto es así porque los 
propietarios, responsables, encargados u ocupantes de establecimientos objeto de 
verificación están obligados a permitir el acceso y dar facilidades e informes a los 
verificadores para que lleven a cabo la visita de verificación, por lo que si tales sujetos 
niegan el acceso a los verificadores y les impiden llevar a cabo la visita de verificación, 
resulta una consecuencia lógica que éstos no podrán levantar el acta circunstanciada en 
presencia de dos testigos, ya que ni siquiera podrán requerir al sujeto visitado para que éste 
proponga a los testigos y tampoco podrán hacer ellos la designación de los mismos, al 
encontrarse fuera del lugar en el que debería practicarse la visita. Aceptar que el requisito 
previsto en el numeral citado no admite excepciones y que, por ende, aun en el caso de que 
la visita de verificación no se lleve a cabo, por la negativa u oposición de la persona visitada, 
se deba levantar el acta respectiva en presencia de dos testigos, traería como consecuencia 
limitar o, de plano, hacer nugatoria la facultad revisora de la autoridad administrativa, pues 
bastaría con que el particular al que se dirige una orden de verificación se negara a la 
práctica de ésta para que la autoridad se viera prácticamente imposibilitada de levantar el 
acta en la que hiciera constar tal negativa, ya que es evidente que al impedírsele el acceso al 
lugar objeto de la visita, el verificador difícilmente podría encontrar testigos para cumplir 
ese requisito. De modo que para respetar el derecho humano a la seguridad jurídica de los 
gobernados, cuando la persona con quien se entiende la diligencia se niega o se opone a 
que se practique la visita de verificación, bastará que el verificador designado levante un 
acta en la que haga constar tal hecho para que esa actuación tenga plena validez, pues tal 

http://sctj.tfjfa.gob.mx/SCJI/
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circunstancia es la consecuencia de la negativa del particular visitado a que se practique la 
visita y no del actuar arbitrario de la autoridad. 

 
2. Código Fiscal de la Federación. 

VII-J-SS-194 
FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LA AUTORIDAD FISCALIZADORA DE MANERA 
DIRECTA CON EL CONTRIBUYENTE. EL PLAZO DE DOCE MESES PREVISTO POR LA FRACCIÓN 
I, ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 52-A, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE 
EN 2010, NO ACOTA EL EJERCICIO DE AQUÉLLAS.- El artículo 52-A del Código Fiscal de la 
Federación establece de manera general, el procedimiento que debe seguir la autoridad 
para llevar a cabo la revisión del dictamen de estados financieros elaborado por el contador 
público registrado, previéndose, entre otros aspectos; los plazos, el orden en que deben 
hacerse las solicitudes, así como los casos de excepción para no observarlo. Asimismo, dicha 
disposición, en su fracción II, estatuye que si la información y/o documentos requeridos no 
fueran suficientes a juicio de la autoridad fiscal para conocer la situación del contribuyente, 
o si no se presentaron dentro de los plazos que establece el artículo 53-A del referido 
Código, o dicha información y documentos están incompletos; las autoridades fiscales 
podrán, a su juicio, ejercer directamente con el contribuyente sus facultades de 
comprobación; de lo que se sigue que se trata de procedimientos autónomos e 
independientes entre sí. Por lo cual, cuando las autoridades fiscales lleven a cabo el ejercicio 
de la facultad de revisión del dictamen de estados financieros, el plazo de doce meses 
establecido en el último párrafo de la fracción I del citado artículo 52-A, para requerir al 
contribuyente de manera directa, la información que consideren necesaria para cerciorarse 
del cumplimiento de sus obligaciones fiscales, o bien para iniciar con éste sus facultades de 
comprobación, de ninguna manera acota la potestad de la autoridad de ejercer aquéllas 
directamente con el contribuyente, habida cuenta que la única limitante que se establece se 
refiere al supuesto de que la autoridad no podrá volver a revisar el mismo dictamen, salvo 
cuando se revisen hechos diferentes. 

 
3. Acuerdo por el que se establece la circunscripción territorial de las unidades 

administrativas del  Servicio de Administración Tributaria. 
VII-J-SS-199 
COMPETENCIA TERRITORIAL DE LOS ADMINISTRADORES DE ADUANAS Y EL PERSONAL A 
SU CARGO. PARA FUNDAMENTARLA BASTA QUE SE CITE LA FRACCIÓN CORRESPONDIENTE 
DEL ARTÍCULO SEGUNDO DEL ACUERDO POR EL QUE SE ESTABLECE LA CIRCUNSCRIPCIÓN 
TERRITORIAL DE LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA, MISMA QUE FACULTA LA ACTUACIÓN DE LA ADUANA A LA QUE ESTÁN 
ADSCRITOS.- El artículo Segundo del Acuerdo por el que se establece la circunscripción 
territorial de las unidades administrativas del Servicio de Administración Tributaria, 
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establece que las Aduanas como unidades administrativas regionales del Servicio de 
Administración Tributaria, de conformidad con el artículo 37 apartado B, del Reglamento 
Interior del Servicio de Administración Tributaria, ejercerán las facultades y atribuciones 
otorgadas por la ley, dentro de la circunscripción territorial delimitada en cada una de las 
fracciones inmersas en el artículo Segundo del referido Acuerdo. Por su parte, el Anexo 25 
de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para 2013, modificado el 
15 de septiembre de 2014, mediante la Segunda Resolución de Modificaciones a las Reglas 
de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para 2014 y su Anexo 25, establece la 
ubicación física de las garitas respectivas a cada una de las Aduanas. Situación por la cual, 
para tener por debidamente fundada la competencia territorial de las Aduanas y el personal 
adscrito a las mismas, resulta suficiente que se cite la fracción correspondiente del artículo 
Segundo del Acuerdo por el que se establece la circunscripción territorial de las unidades 
administrativas del Servicio de Administración Tributaria sin necesidad de citar el apartado 
correspondiente del Anexo 25 de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio 
Exterior para 2013, pues el mismo no establece la demarcación territorial en la que las 
Aduanas, ejercerán las facultades otorgadas. 
Contradicción de Sentencias 

 
4. Comercio Exterior. 

VII-P-1aS-1167 
PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO.- LA REGLA 2.4.3. DE LA RESOLUCIÓN EN MATERIA 
ADUANERA DE LA DECISIÓN 2/2000 DEL CONSEJO CONJUNTO DEL ACUERDO INTERINO 
SOBRE COMERCIO Y CUESTIONES RELACIONADAS CON EL COMERCIO ENTRE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS Y LA COMUNIDAD EUROPEA, GENERA UN MAYOR BENEFICIO QUE LA 
REGLA 3.7.22 FRACCIÓN III DE LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE 
COMERCIO EXTERIOR PARA EL EJERCICIO FISCAL 2011.- La Regla 2.4.3. de la Resolución en 
materia aduanera de la decisión 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre 
Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y 
la Comunidad Europea, establece entre otras cosas, que la autoridad aduanera al detectar 
en el llenado de un certificado alguna Razón Técnica de rechazo de conformidad con las 
Notas Explicativas al artículo 17, o bien cuando el Certificado o Declaración en factura 
presentados sean ilegibles o no se hayan llenado de conformidad con lo dispuesto en el 
Anexo III de la Decisión, las Notas Explicativas o la propia Resolución; levantará acta 
circunstanciada en los términos de los artículos 46 y 150 o 152 de la Ley Aduanera, 
liberando únicamente las mercancías que no sean idénticas o similares a aquellas por las 
que deba pagarse una cuota compensatoria provisional o definitiva, devolviendo la prueba 
de origen; para el efecto de que en el plazo de 30 días naturales se presente el certificado o 
la declaración en factura en los que se subsanen las irregularidades incurridas, de tal forma 
que cumplan con los requisitos establecidos en las disposiciones referidas. Por otra parte, la 
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fracción II de la Regla 3.7.22. fracción II de las Reglas de Carácter General en Materia de 
Comercio Exterior para el 2011, señala que cuando con motivo del reconocimiento 
aduanero, segundo reconocimiento o del ejercicio de las facultades de comprobación, la 
autoridad aduanera detecte irregularidades relacionadas con una inexacta clasificación 
arancelaria; esta deberá aplicar la sanción prevista en el artículo185 fracción II, de la Ley 
Aduanera, otorgando un plazo de 15 días hábiles, para corregir la irregularidad y presentar 
el pedimento de rectificación correspondiente. En ese contexto, resulta inconcuso que si 
bien, ambas Reglas permiten la corrección de la irregularidad incurrida, la Regla 3.7.22 
fracción II, de las Reglas de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para el 2011, 
independientemente a si el importador hubiera realizado la corrección de la irregularidad 
cometida y lo acredite, desde el momento en que la irregularidad se advierte, se hace 
acreedor a una multa, en términos del artículo 185 fracción II, de la Ley Aduanera, la cual no 
hay posibilidad alguna de dejar sin efectos; situación que no se presenta en la Regla 2.4.3. 
de la Resolución en materia aduanera de la decisión 2/2000 del Consejo Conjunto del 
Acuerdo Interino sobre Comercio y Cuestiones Relacionadas con el Comercio entre los 
Estados Unidos Mexicanos y la Comunidad Europea, pues a diferencia, no existe una 
consecuencia económica por el hecho de que la autoridad aduanera advierta la presencia de 
una irregularidad en el certificado, pues solo consideraría una sanción después de vencido el 
plazo para corregir la irregularidad y la misma no se llevara a cabo, dando oportunidad al 
importador de corregir el error sin consecuencia económica alguna, brindando un mayor 
beneficio con su aplicación. En consecuencia, la Regla 2.4.3. de la Resolución en materia 
aduanera de la decisión 2/2000 del Consejo Conjunto del Acuerdo Interino sobre Comercio y 
Cuestiones Relacionadas con el Comercio entre los Estados Unidos Mexicanos y la 
Comunidad Europea genera un mayor beneficio que la Regla 3.7.22 fracción II, de las Reglas 
de Carácter General en Materia de Comercio Exterior para el 2011. 

 
5. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

VII-P-1aS-1169 
ADQUISICIÓN DE DESPERDICIOS.- LA REGLA 5.1.3. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA EL EJERCICIO FISCAL 2004, RESPETA LOS PRINCIPIOS DE RESERVA Y PRIMACÍA DEL 
ARTÍCULO 1º-A PRIMER PÁRRAFO, FRACCIÓN II, INCISO B) DE LA LEY DEL IMPUESTO AL 
VALOR AGREGADO 2004.- Dicha regla, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 
de abril de 2004, emitida conforme a lo dispuesto por los artículos 14 fracción III de la Ley 
del Servicio de Administración Tributaria y 33 fracción I inciso g) del Código Fiscal de la 
Federación, al establecer, para los efectos del artículo 1-A, fracción II, inciso b) de la Ley del 
Impuesto al Valor Agregado, que deberá efectuarse la retención en la enajenación de 
desperdicios adquiridos para ser utilizados como insumo de su actividad industrial o para su 
comercialización, independientemente de que dichos desperdicios se presenten en pacas, 
placas, piezas fundidas o cualquier otra forma; así como que se trate de productos que 
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conlleven un proceso de selección, limpieza, compactación, trituración o cualquier 
tratamiento que permita su reutilización y reciclaje; no viola los principios de reserva y 
primacía de la Ley, a los que se encuentra sujeta. Lo anterior, en virtud de que dicha regla 
general, constituye un acto materialmente legislativo, cuyo dictado encuentra fundamento 
en una cláusula habilitante prevista en la ley que sustenta su emisión, convirtiéndola en una 
disposición obligatoria de carácter general, cuya finalidad es pormenorizar y facilitar la 
exacta observancia de las leyes y reglamentos expedidos, respectivamente, por el Congreso 
de la Unión o el Presidente de la República, y los cuales sea necesario desarrollar con mayor 
precisión. En el presente caso, dicha Regla tiene como finalidad complementar la regulación 
establecida por el citado numeral de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, respecto a los 
desperdicios, para precisar que la forma de presentación, limpieza, compactación o 
trituración del material que adquiera el contribuyente, no lo exime de la obligación de 
retener el impuesto al valor agregado que se le traslade, sin que ello exceda al artículo 1-A 
fracción II, inciso b) de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, toda vez que con dichos 
procesos no se modifica la naturaleza del material en cuestión, ya que siguen teniendo las 
mismas características (bote de aluminio, piezas de autos, residuos de cobre, bronce, etc.), 
solo que seleccionado, limpio, compactado o, en su caso, triturado o sometido a cualquier 
tratamiento que permita su reutilización y reciclaje, sin que lo transforme en otro producto. 

 
6. Tratado de Libre Comercio de América del Norte. 

VII-P-1aS-1170 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, RESULTA IMPROCEDENTE CUANDO SE 
CONTROVIERTEN LAS REGLAS 47, 48 Y 54 DE LA RESOLUCIÓN POR LA QUE SE ESTABLECEN 
LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL RELATIVAS A LA APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
EN MATERIA ADUANERA DEL TRATADO DE LIBRE COMERCIO DE AMÉRICA DEL NORTE, SI 
NO HAY ACTO DE APLICACIÓN.- Los artículos 2° de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo y 14 penúltimo párrafo, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa, prevén que el juicio contencioso administrativo federal 
procederá contra actos administrativos, Decretos y Acuerdos de carácter general, diversos a 
los Reglamentos, cuando sean autoaplicativos o bien, la parte actora los controvierta en 
unión del primer acto de aplicación; de ahí, que si el demandante controvierte las Reglas 47, 
48 y 54 de la Resolución por la que se establecen las Reglas de Carácter General Relativas a 
la Aplicación de las Disposiciones en Materia Aduanera del Tratado de Libre Comercio de 
América del Norte, publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 
1995, en unión de su primer acto de aplicación, pero en la resolución impugnada se hace 
únicamente referencia a las referidas Reglas, sin que se estén aplicando, resulta 
improcedente el juicio contencioso administrativo federal y, por ende, deberá decretarse su 
sobreseimiento, toda vez que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa solo 
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puede pronunciarse respecto de resoluciones de carácter general, cuando estas 
efectivamente hubieran sido aplicadas al promovente. 

 
7. Ley Aduanera. 

VII-P-1aS-1171 
RESOLUCIÓN FINAL DEL EXAMEN PARA SUPRIMIR LAS CUOTAS COMPENSATORIAS, 
RESULTA PROCEDENTE SU IMPUGNACIÓN A TRAVÉS DEL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, CUANDO PREVIAMENTE SE INTERPUSO EL RECURSO DE REVOCACIÓN.- 
De conformidad con los artículos 94 y 95 de la Ley de Comercio Exterior, el recurso de 
revocación es de interposición obligatoria previo al juicio contencioso administrativo ante el 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, tratándose de las resoluciones que 
concluyan la investigación del examen de vigencia de cuotas compensatorias; por tanto, si el 
demandante controvierte las resoluciones finales del examen para la vigencia de las cuotas 
compensatorias a través del juicio contencioso administrativo debe agotar previamente el 
recurso de revocación, al ser este un requisito sine qua non para la procedencia de la vía 
jurisdiccional que nos ocupa, de lo contrario, deberá decretarse la improcedencia del juicio 
y; por ende, su sobreseimiento, al no haberse agotado el principio de definitividad. 

 
8. Código Fiscal de la Federación. 

VII-P-1aS-1181 
HECHO NOTORIO. SE CONSTITUYE CON LO RESUELTO POR EL ÓRGANO JUZGADOR EN 
DIVERSO JUICIO Y LA EJECUTORIA QUE LE DÉ FIRMEZA.- Las resoluciones dictadas en juicio 
de nulidad y aquellas que las confirmen, constituyen hechos notorios que pueden ser 
invocados por el órgano juzgador en la sentencia emitida en un diverso juicio, con el objeto 
de resolver la cuestión de fondo, ello en ejercicio de la facultad que otorga al Tribunal el 
artículo 237, primer párrafo del Código Fiscal de la Federación. Lo anterior en virtud de que, 
aun cuando no se alegue por las partes, se puede introducir de oficio como medio 
probatorio, la existencia de una sentencia emitida por el propio Tribunal, así como de la 
ejecutoria que le dé firmeza, sin que tal circunstancia constituya suplencia de la queja. En 
ese orden de ideas, procede declarar, sin más, la nulidad de actos impugnados que derivan y 
son consecuencia de otros declarados nulos con fuerza de cosa juzgada en diverso juicio, en 
tanto que tal decisión jurisdiccional hace que devengan improcedentes, habida cuenta que 
aquellos actos que dieron origen a éstos, en definitiva, fueron declarados ilegales. 

 
9. Código Fiscal de la Federación. 

VII-P-1aS-1182 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN. ES IMPROCEDENTE EL JUICIO 
CONTENCIOSO EN CONTRA DE ACTOS EMITIDOS ANTES DEL REMATE, CONFORME AL 
PRIMER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 127 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A 
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PARTIR DEL 29 DE JUNIO DE 2006.- El primer párrafo del artículo 127 del Código Fiscal de la 
Federación, establece que las violaciones cometidas en el procedimiento administrativo de 
ejecución hasta antes del remate, solo pueden impugnarse mediante el recurso de 
revocación ante la autoridad fiscal, hasta el momento de la publicación de la convocatoria 
de remate, y dentro de los diez días siguientes a la fecha de publicación de la mencionada 
convocatoria; y solo tratándose de actos de ejecución sobre bienes legalmente 
inembargables o de actos de imposible reparación material, el plazo para interponer el 
recurso de revocación se computará a partir del día hábil siguiente al en que surta efectos la 
notificación del requerimiento de pago o del día hábil siguiente al de la diligencia de 
embargo. Por lo anterior, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en 
contra de violaciones cometidas en el procedimiento administrativo de ejecución antes del 
remate, al carecer del carácter de actos o resoluciones definitivos, de conformidad con el 
artículo 8, fracción XVI de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, en 
relación con el artículo 14 primer y antepenúltimo párrafos de la Ley Orgánica del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; siendo procedente su impugnación hasta el 
momento de la publicación de la convocatoria de remate y dentro de los diez días siguientes 
a la fecha de publicación de la referida convocatoria; con las excepciones previstas en el 
mismo numeral, en cuyo caso, podrán controvertirse a partir del día hábil siguiente al en 
que surta efectos la notificación del requerimiento de pago o al día hábil siguiente al de la 
diligencia de embargo. 

 
10. Código Fiscal de la Federación. 

VII-P-1aS-1183 
AVISO PARA DICTAMINAR ESTADOS FINANCIEROS.- SU PRESENTACIÓN ES INSUFICIENTE 
PARA TERMINAR ANTICIPADAMENTE UNA VISITA DOMICILIARIA.- El hecho que el 
contribuyente haya presentado aviso para dictaminar sus estados financieros, previo al 
inicio de una visita domiciliaria, no implica que se hayan cumplido los requisitos de forma y 
tiempo que para su presentación establecen los artículos 46 y 47 del Código Fiscal de la 
Federación y su reglamento, respectivamente, y que por ello deba terminarse 
anticipadamente la visita, pues el contribuyente visitado deberá acreditar, en términos del 
artículo 81 del Código Federal de Procedimientos Civiles, que el aviso multireferido cumple 
con los requisitos puntualizados. 

 
11. Comercio exterior. 

VII-P-1aS-1185 
PEDIMENTO DE IMPORTACIÓN Y CERTIFICADO DE ORIGEN. PROCEDE LA RECTIFICACIÓN 
DEL PRIMERO Y SE CONSIDERA VÁLIDO EL SEGUNDO, SIEMPRE QUE LA DESCRIPCIÓN DE 
LA MERCANCÍA CORRESPONDA CON LAS IMPORTADAS.- De conformidad con lo dispuesto 
en la regla 2.12.2., letra B), numeral 1, de las Reglas de Carácter General en Materia de 
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Comercio Exterior para 2007, cuando se importe mercancía bajo trato arancelario 
preferencial y se ampare con un certificado de origen o documento que acredite el origen, y 
con motivo del reconocimiento aduanero la autoridad determine una clasificación 
arancelaria diversa a la declarada en el pedimento respectivo, el importador tiene un plazo 
de 15 días para presentar su rectificación con la fracción arancelaria asignada por la 
demandada, siempre que la descripción de las mercancías declaradas en el pedimento 
corresponda con las importadas. La misma regla refiere que se considerará válido el 
certificado de origen o documento respectivo, aun cuando la clasificación arancelaria que 
contenga sea distinta a la determinada por la autoridad aduanera, siempre que la 
descripción de las mercancías señaladas en tales documentos permita la identificación plena 
con las mercancías presentadas a despacho. En este contexto, para efectos de que proceda 
la rectificación del pedimento de importación y se considere válido el certificado de origen 
que lo acompaña, se requiere que se señale la fracción arancelaria asignada por la 
demandada y que exista correspondencia indudable entre la mercancía que se importó y 
aquella que se declaró en el pedimento, en cuyo caso resultará procedente otorgar el trato 
arancelario preferencial solicitado. 

 
12. Ley Aduanera. 

VII-P-1aS-1186 
REGLA 2.12.2 DE CARÁCTER GENERAL EN MATERIA DE COMERCIO EXTERIOR.- CUÁNDO 
PROCEDE SU APLICACIÓN PARA EFECTOS DE RECTIFICAR EL PEDIMENTO DE 
IMPORTACIÓN.- De conformidad con la regla 2.12.2 de las Reglas de Carácter General en 
Materia de Comercio Exterior para el 2003, cuando con motivo del reconocimiento 
aduanero, segundo reconocimiento, ejercicio de facultades de comprobación o del 
dictamen de la Administración Central de Laboratorio y Servicios Científicos de la 
Administración General de Aduanas, les sea determinada una clasificación arancelaria 
diferente a la que el agente aduanal declaró en el pedimento, el importador tendrá un plazo 
de 15 días contados a partir del día siguiente a la notificación del acta que al efecto se 
levante de conformidad con los artículos 46 y 152 de la Ley Aduanera, para presentar la 
rectificación a dicho pedimento, con la fracción arancelaria que corresponda a las 
mercancías y con la cantidad y unidad de tarifa aplicables a esta última fracción, siempre 
que la descripción de las mercancías declaradas en el pedimento corresponda con las de las 
mercancías importadas, por lo que la descripción y características de dichas mercancías 
deberá coincidir plenamente, pues de lo contrario la autoridad aduanera procederá según 
sea el caso, a embargar las mercancías o a determinar las contribuciones omitidas. 

 
13. Código Fiscal de l Federación. 

VII-P-1aS-1188 



 
 SUBPROCURADURÍA DE ANÁLISIS SISTÉMICO Y ESTUDIOS NORMATIVOS  

DIRECCIÓN GENERAL DE ENLACE Y REGULACIÓN 

 
 

26 
 

COMPETENCIA. LAS UNIDADES ADMINISTRATIVAS QUE INTEGRAN EL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA NO SE ENCUENTRAN OBLIGADAS A CITAR ARTÍCULOS DE 
LA LEY FEDERAL DE DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE PARA SUSTENTAR SUS ACTOS.- En 
principio es menester señalar, que la debida fundamentación de la competencia de las 
autoridades se contrae a señalar los preceptos legales que señalan la atribución ejercida en 
el acto de autoridad de conformidad con el artículo 16 constitucional. En ese sentido, si la 
Ley Federal de los Derechos del Contribuyente en su artículo 1, prevé que es un 
ordenamiento que tiene por objeto regular los derechos básicos del contribuyente; así 
como, lo relativo a su seguridad jurídica, es indudable que la autoridad para sustentar su 
competencia, no debe citar precepto alguno de dicho ordenamiento legal, atento a que el 
mismo no prevé la competencia de las Unidades Administrativas que integran el Servicio de 
Administración Tributaria. 

 
14. Ley Aduanera. 

VII-P-1aS-1189 
VALORACIÓN ADUANERA, TRATÁNDOSE DE VEHÍCULOS DE PROCEDENCIA EXTRANJERA.- 
El artículo 64 de la Ley Aduanera establece como regla general, que la base gravable del 
impuesto general de importación es el valor en aduana de las mercancías; por otra parte el 
artículo 71 de la misma ley prevé diversos métodos para calcularla cuando dicho valor no 
puede determinarse conforme a esa regla general; sin embargo, cuando el valor de las 
mercancías no pueda determinarse conforme a la regla general o los métodos previstos en 
el artículo 71 antes citado, tratándose de vehículos usados, el tercer párrafo del artículo 78 
de dicho ordenamiento, establece que la base gravable será la cantidad que resulte de 
aplicar al valor de un vehículo nuevo, de características equivalentes, del año modelo que 
corresponda al ejercicio fiscal en el que se efectúe la importación, las amortizaciones que el 
propio numeral establece. Por lo tanto, si la autoridad aduanera determina la existencia de 
omisión de contribuciones, en atención a que no se acreditó la legal estancia en el país de 
un vehículo de procedencia extranjera, cuando no pueda determinarse el valor de este, 
conforme a la regla general o los métodos previstos en el artículo 71 de la Ley Aduanera, 
dicha determinación debe sustentarse en el valor de un vehículo nuevo de características 
equivalentes, esto es, deberá ser un vehículo semejante en cuanto a marca, categoría, línea, 
prestigio comercial, estructura y diseño físico y que además usen el mismo tipo de 
combustible, que sea comercialmente equivalente en cuanto a calidad y precio, para que la 
valoración cumpla con la exigencia constitucional de fundamentación y motivación del acto 
de autoridad. 

 
15. Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

VII-P-2aS-797 
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REPORTE GENERAL DE CONSULTA DE INFORMACIÓN DEL CONTRIBUYENTE. LA LEYENDA 
SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES NO IMPLICA LA DEL DOMICILIO FISCAL.- De conformidad 
con el artículo 34, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, 
la competencia territorial de las Salas Regionales de este Tribunal, en términos generales, se 
establece atendiendo al domicilio fiscal del particular, y si el señalado en la demanda no se 
específica que tenga ese carácter, debe presumirse como tal, salvo prueba en contrario. Por 
tanto, si la autoridad al plantear el incidente de incompetencia por razón de territorio, 
exhibe el Reporte General de Consulta de Información de Contribuyente, en el que consta 
un domicilio fiscal diverso al señalado en la demanda y como suspendida la actividad del 
contribuyente de que se trate, dicha circunstancia no implica que ese ya no sea su domicilio 
fiscal, debido a que el aviso de suspensión de actividades tiene consecuencias jurídicas 
únicamente respecto a la presentación de las declaraciones a que se encuentre sujeto 
conforme a la normatividad de la materia, pero no así para considerar suspendido el 
supracitado domicilio fiscal que hubiere declarado para efectos del Registro Federal de 
Contribuyentes, toda vez que no existe ordenamiento legal alguno que así lo establezca. 

 
16. Código Fiscal de la Federación. 

VII-P-2aS-799 
REVISIÓN DEL DICTAMEN DE ESTADOS FINANCIEROS DE LOS CONTRIBUYENTES 
FORMULADO POR CONTADOR PÚBLICO, Y REVISIÓN DE GABINETE DE LA 
DOCUMENTACIÓN DE LOS CONTRIBUYENTES, PREVISTAS EN LAS FRACCIONES II Y IV DEL 
ARTÍCULO 42 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. SON FACULTADES DE 
COMPROBACIÓN AUTÓNOMAS E INDEPENDIENTES ACORDE A LO DISPUESTO POR EL 
ARTÍCULO 52-A DE ESE MISMO ORDENAMIENTO. (LEGISLACIÓN VIGENTE DURANTE 
2008).- Acorde a lo dispuesto por el artículo 42 del Código Fiscal de la Federación, las 
autoridades fiscales están facultadas para comprobar el cumplimiento de obligaciones 
fiscales por parte de los contribuyentes, responsables solidarios, y terceros con ellos 
relacionados, y en su caso, determinar las contribuciones omitidas o los créditos fiscales 
correspondientes; con este objeto la fracción II de este artículo faculta a dichas autoridades 
para requerir a tales sujetos la exhibición de información y documentación, tanto en su 
domicilio, establecimientos, o en el domicilio de las propias autoridades, siendo el caso que 
la fracción IV del precepto en análisis establece que las autoridades fiscales podrán revisar 
los dictámenes que, respecto de los estados financieros de los contribuyentes, sean 
elaborados por contador público autorizado. Ahora bien, la fracción I del artículo 52-A del 
Código dispone que en tratándose de la revisión del referido dictamen, las autoridades 
fiscales deberán requerir la información relativa a los mismos, en primer lugar, al contador 
público que lo elaboró, mientras que la fracción II de ese mismo precepto dispone que sólo 
en el caso de que la información proporcionada por el contador público no fuere suficiente 
para conocer la situación fiscal del contribuyente, entonces se podrá solicitar a éste la 
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información y documentación pertinente. Por lo que, de la interpretación armónica del 
contenido normativo de ambos preceptos debe concluirse que la revisión del dictamen de 
estados financieros y la revisión de gabinete, son facultades de comprobación autónomas e 
independientes al encontrarse reguladas separadamente, y al ejecutarse de manera 
secuencial acorde a lo dispuesto por el artículo 52-A del Código Fiscal de la Federación, pues 
en términos de este precepto es necesario que la autoridad fiscal haya considerado que la 
información y documentación proporcionada por el contador público relativa a la revisión 
del dictamen de estados financieros que elaboró, no es suficiente para conocer la situación 
fiscal del contribuyente, para que sea procedente requerir información o documentación 
complementaria directamente al contribuyente, y en esos términos estar en posibilidad de 
advertir plenamente su situación fiscal. 

 
17. Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

VII-P-2aS-800 
INCIDENTE DE INCOMPETENCIA INTERPUESTO POR LA DEMANDADA.- CASO EN QUE ÉSTA 
NO PRUEBA CON EL REPORTE GENERAL DE CONSULTA DE INFORMACIÓN DE 
CONTRIBUYENTE EL DOMICILIO FISCAL DE LA ACTORA A LA FECHA DE INTERPOSICIÓN DE 
LA DEMANDA.- El artículo 34 de la Ley Orgánica de este Tribunal actualmente en vigor, 
establece en su primer párrafo que las Salas Regionales conocerán de los juicios por razón 
de territorio atendiendo al lugar donde se encuentre el domicilio fiscal del demandante, y 
en su último párrafo preceptúa que se presumirá como domicilio fiscal el señalado en la 
demanda. Por lo tanto, si en el documento denominado "Reporte General de Consulta de 
Información de Contribuyente", en el apartado de "MOVIMIENTOS AL RFC" existe un 
registro de operación de cambio de domicilio fiscal con fecha posterior a la presentación de 
la demanda, debe concluirse que el domicilio fiscal de la actora a la fecha de interposición 
de la demanda, no es el que se indica en la mencionada documental pública ofrecida como 
prueba por la autoridad incidentista, en la medida en que tanto la fecha de impresión del 
documento como el cambio de domicilio, son posteriores a la presentación de la demanda, 
por lo que es dable concluir que el domicilio que aparece en dicho documento, no acredita 
que sea el mismo que tenía al momento de la interposición de la demanda. 

 
18. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

VII-P-2aS-801 
IMPORTACIÓN DE BIENES. PARA LA DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO AL VALOR 
AGREGADO DEBE TOMARSE EN CONSIDERACIÓN LA CUOTA COMPENSATORIA 
CORRESPONDIENTE.- Para determinar el impuesto al valor agregado derivado de la omisión 
en el pago de cuotas compensatorias e impuesto general de importación, se debe atender a 
lo dispuesto por los artículos 1º, fracción IV, 24, fracción I y 27 de la Ley del Impuesto al 
Valor Agregado, en los que se establece la obligación de las personas físicas y morales de 
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pagar el referido impuesto, debiéndose considerar para efectos de la Ley de la materia, por 
importación de bienes y servicios, la introducción al país de bienes y que para calcular el 
impuesto al valor agregado, tratándose de importación de bienes tangibles, se debe 
considerar el valor que se utilice para los fines del impuesto general de importación, 
adicionado con el monto de este último gravamen "y de los demás" que se tengan que 
pagar con motivo de la importación. De ahí, que si en los artículos 3º y 17 de la Ley de 
Comercio Exterior, el legislador estableció que las cuotas compensatorias, son medidas de 
regulación y restricción no arancelaria, que se aplican a las mercancías importadas en 
condiciones de precios o de subvención en su país de origen, conforme a lo establecido en la 
propia Ley en último término citada, es evidente que dicha cuota compensatoria impacta de 
manera directa al impuesto general de importación y por ende modifica la base gravable 
para la determinación del impuesto al valor agregado tratándose de la importación de 
bienes tangibles. Por lo tanto, si el actor no acredita el país de origen de las mercancías 
importadas bajo los respectivos pedimentos de importación, es incuestionable que está 
obligado al pago de las cuotas compensatorias, mismas que deben ser incluidas para la 
determinación del impuesto al valor agregado pues la connotación "gravamen" utilizada en 
el artículo 27 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, debe entenderse como el 
equivalente de una carga económica pública, pues precisamente la cuota compensatoria 
tiene como propósito compensar o reponer el valor que artificiosamente el producto o el 
Estado del país de donde procede esa mercancía han pretendido disminuir, por lo que el 
sentido de gravar la mercancía importada con el impuesto al valor agregado es situarlas en 
condición competitiva con las mercancías nacionales, de ahí que se concluya que la referida 
cuota compensatoria deba ser considerada para determinar el impuesto en comento. 

 
19. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

VII-P-2aS-802 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.- PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR SOBRE EL QUE 
SE APLICARÁ LA TASA QUE CORRESPONDA A LA IMPORTACIÓN DE BIENES TANGIBLES, 
DEBE CONSIDERARSE A LAS CUOTAS COMPENSATORIAS Y DEMÁS GRAVÁMENES QUE SE 
TENGAN QUE PAGAR CON MOTIVO DE LA OPERACIÓN.- Conforme a lo dispuesto en el 
primer párrafo del artículo 27 de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, para calcular el 
impuesto respectivo, tratándose de importación de bienes tangibles, se considerará el valor 
que se utilice para los fines del impuesto general de importación, adicionado con el monto 
de este último gravamen y de los demás que se tengan que pagar con motivo de la 
importación. Tal disposición debe interpretarse en el sentido de que el valor que será la 
base del impuesto se integrará, además del valor para efectos del impuesto general de 
importación y del monto de ese mismo impuesto, por los demás gravámenes que se tengan 
que pagar por dicha operación, entendidos éstos como toda obligación o carga de carácter 
pecuniario, valorable en pesos que se imponga sobre las operaciones de importación de 
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bienes tangibles, lo cual incluye a las cuotas compensatorias, independientemente de que 
éstas tengan la naturaleza de aprovechamientos. 
 

20. Código Fiscal de la Federación. 
VII-P-2aS-804 
ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. RESULTA ILEGAL LA QUE TIENE POR OBJETO VERIFICAR 
EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA ADUANERA, SI NO SE FUNDAN LAS 
FACULTADES DE LA AUTORIDAD EN LA FRACCIÓN V, DEL ARTÍCULO 42, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- A efecto de que se encuentre debidamente fundada una orden 
de visita domiciliaria emitida por la autoridad fiscal que tiene por objeto revisar el 
cumplimiento de obligaciones en materia aduanera, como son entre otras, verificar la legal 
importación, tenencia o estancia en el país de mercancías de procedencia extranjera, en el 
domicilio visitado; debe fundarse para ello, en la fracción V, del artículo 42, del Código Fiscal 
de la Federación, el cual prevé expresamente la facultad de las autoridades fiscales para 
practicar visitas domiciliarias a los contribuyentes, a fin de verificar el cumplimiento de las 
obligaciones fiscales en materia aduanera. Lo anterior, en virtud de que, en la Exposición de 
Motivos de la iniciativa de Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones 
fiscales, que reforma, entre otras, la fracción V del artículo 42 del Código Fiscal de la 
Federación, presentada el 8 de septiembre de 2009, se expuso que existían obligaciones de 
los particulares en materia aduanera, que no eran revisadas por la autoridad fiscal o 
aduanera, por lo que se propuso que también se revisara su cumplimiento, contando para 
ello con un procedimiento de inspección ágil, similar al que se establece para verificar el 
cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de comprobantes fiscales, y con 
ello robustecer los mecanismos para el control del cumplimiento de las obligaciones fiscales. 

 
21. Ley Federal de los Derechos del Contribuyente. 

VII-CASR-2HM-36 
VISITA DOMICILIARIA. SI SE PIDE SU CONCLUSIÓN ANTICIPADA ES ILEGAL REQUERIR AL 
PROMOVENTE ACREDITE SU PERSONALIDAD, CUANDO EN SU INICIO ESTA YA SE HABÍA 
HECHO CONSTAR EN ACTAS.- Resulta ilegal formular requerimiento para que el 
promovente de una solicitud de conclusión anticipada de visita domiciliaria acredite su 
personalidad y como consecuencia de no desahogar dicha solicitud, negar su petición, bajo 
el argumento de que el solicitante no acredita su personalidad, cuando la escritura pública 
con lo que se acreditaba lo anterior, ya había sido aportada dentro del procedimiento de 
fiscalización del cual se pedía conclusión anticipada y constaba en acta parcial de inicio, lo 
anterior, considerando que se constituye prerrogativa en favor del contribuyente, en el 
artículo 2, fracción IV de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente, de no tener 
obligación de aportar nuevamente, documentos que ya obran en poder de la autoridad 
fiscal actuante. 
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22. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASE-JL-14 
DECLARACIONES FISCALES. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN "NO SE HAYA INICIADO EL 
EJERCICIO DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN" CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 32 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.- El artículo citado establece que las declaraciones que 
presentan los contribuyentes son definitivas y únicamente podrán modificarse por el propio 
contribuyente hasta en tres ocasiones, a condición de que no se haya iniciado el ejercicio de 
las facultades de comprobación. En el caso de que ya hubiesen iniciado, el contribuyente 
podrá modificar incluso en más de tres ocasiones las declaraciones correspondientes, 
empero, las modificaciones deberán limitarse a los casos expresamente previstos en el 
citado precepto, a saber: a) se incrementen los ingresos o el valor de los actos o actividades; 
b) se disminuyan las deducciones, pérdidas, cantidades acreditables o compensadas, pagos 
provisionales o contribuciones a cuenta; c) se cumpla con una obligación legal expresa; o, d) 
se ajuste la información al dictamen emitido por contador público autorizado. Lo anterior 
implica que la modificación de que se trata está limitada a los rubros que específicamente 
se precisan en la misma disposición, pues la intención del legislador al establecer la 
expresión "no se haya iniciado el ejercicio de las facultades de comprobación" es que la 
materia de la declaración complementaria que se presenta cuando la autoridad ya ejerció 
sus facultades de comprobación sea limitada. 

 
23. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASA-III-58 
AVALÚO. EL PRACTICADO CONFORME AL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN DEBE SER TOTAL Y NO PROPORCIONAL O EN SECCIONES Y EN CASO DE 
EXISTIR REMANENTE DEBERÁ ENTREGARSE AL DEUDOR.- De conformidad con lo 
establecido en el artículo 175 del Código Fiscal de la Federación, precepto que establece las 
bases para obtener el avalúo de bienes inmuebles embargados, no se desprende que se 
pueda practicar, en tratándose de dichos bienes, un avalúo sobre una parte proporcional o 
sobre secciones específicas sino que por el contrario, el avalúo debe realizarse sobre la 
totalidad del inmueble y, en caso de que exista un remanente, deberá ser devuelto al 
deudor, en los términos y como se estipula en el artículo 196 del mismo ordenamiento, 
aunado a que no existe disposición legal alguna que obligue a los peritos valuadores a 
practicar su peritaje o avalúo sobre una parte seccionada; por ende, un concepto de 
impugnación en este sentido resulta infundado, pues debe determinarse que la autoridad 
fiscal se ajusta a la ley al momento de practicar el avalúo sobre la totalidad del inmueble 
embargado y no sobre partes seccionadas o proporcionales. 
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24. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-59 
PERITO TERCERO VALUADOR. EL ARTÍCULO 175 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
NO CONTEMPLA LA EXIGENCIA DE SU NOMBRAMIENTO CUANDO EL AVALÚO DEL PERITO 
DEL EMBARGADO NO SUPERE EN UN 10% AL REALIZADO POR LA AUTORIDAD.- De 
conformidad con lo establecido en el artículo 175 del Código Fiscal de la Federación, por el 
que se establecen las bases para obtener el avalúo de bienes inmuebles embargados, se 
desprende que en caso de que los embargados o terceros acreedores no estén de acuerdo 
con el avalúo practicado podrán hacer valer el recurso de revocación en su contra, dentro 
de los diez días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación personal del avalúo, 
en donde en el mismo escrito de recurso de revocación deberán designar al perito valuador 
de su intención, y una vez rendido el dictamen del mismo, solo en el caso de que el valor de 
este peritaje resulte superior a un 10% al determinado por la autoridad; será cuando la 
autoridad exactora designará dentro del término de seis días, un perito tercero valuador 
que será cualquiera de los señalados en el reglamento del código fiscal federal o alguna 
empresa o institución dedicada a la compraventa y subasta de bienes y el avalúo que se fije 
será la base para la enajenación de los bienes de que se trata, según su cuarto párrafo; 
entonces, no se está en presencia de una exigencia ineludible para la autoridad el que 
nombre perito valuador tercero siempre, sino solo en caso de que exista una diferencia 
entre el avalúo hecho por el perito del embargado o terceros acreedores, que sea superior 
en un 10% al del practicado por la autoridad fiscal, por lo que un concepto de impugnación 
en este sentido resulta totalmente infundado. 

 
25. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASA-III-60 
RECURSO DE REVOCACIÓN. EL PLANTEADO CONFORME AL ARTÍCULO 175 EN RELACIÓN 
CON EL 117, FRACCIÓN II, INCISO b) DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN DEBE ESTAR 
ENCAMINADO A CONTROVERTIR EL ACTO DE AUTORIDAD QUE DETERMINE EL VALOR DE 
LOS BIENES INMUEBLES EMBARGADOS.- De conformidad con el artículo 175 del Código 
Fiscal de la Federación, que establece las bases para obtener el avalúo de bienes inmuebles 
embargados, se desprende que en caso de que los embargados o terceros acreedores no 
estén de acuerdo con el avalúo practicado, podrán hacer valer el recurso de revocación en 
su contra, dentro de los 10 días siguientes a aquel en que surta efectos la notificación 
personal del avalúo; en consecuencia, el acto origen o primigenio recurrido en la instancia 
administrativa, lo es precisamente el resultado del avalúo practicado al bien inmueble; por 
lo tanto dicho recurso debe ir encaminado a atacar el valor comercial determinado por la 
autoridad, ofreciendo el interesado al perito valuador de su intención, como dispone el 
artículo 177, fracción II, inciso d), así como atacar los motivos y fundamentos tomados en 
cuenta para establecer tal avalúo, o la falta de fundamentación o motivación del resultado 
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del peritaje practicado, alegando que no se ajustó a la ley, o que el valor determinado está 
por debajo del que considera el deudor, mas no así a controvertir el cómo la autoridad 
recaudadora arriba a determinada cantidad más accesorios, ya que el que el acto recurrido, 
no determina crédito fiscal alguno, no es una liquidación en sí en la que la autoridad tenga 
que fundar y motivar su actuar, y en la que tenga que explicar el procedimiento y cálculo 
por el que se llegó al monto del crédito adeudado, sino únicamente es el medio a través del 
cual la autoridad recaudadora da a conocer el resultado del avalúo comercial practicado al 
inmueble embargado. 

 
26. Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. 

VII-CASA-III-62 
REPOSICIÓN DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA REGULADO 
POR EL ARTÍCULO 150 DE DICHA LEY. LA EXPRESIÓN "A PARTIR DE ESE MOMENTO" O SU 
EQUIVALENTE CUANDO SE DECLARA LA NULIDAD PARA EFECTOS EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 52, FRACCIONES II Y III DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO DEJA AL ARBITRIO DE LA AUTORIDAD DICHA REPOSICIÓN, PERO NO SE 
REFIERE A LA EMISIÓN DE UN NUEVO ACTO DETERMINATIVO QUE SUBSANE LA OMISIÓN 
FORMAL. Si en juicio de nulidad se concluye que en el levantamiento del acta de inicio de 
procedimiento administrativo en materia aduanera se viola el artículo 150 de la ley relativa, 
actualizándose la causal de anulación del artículo 51, ya sea en su fracción II o III de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y se declara la nulidad de la 
resolución determinante con sustento en el artículo 52, fracción III del referido cuerpo 
normativo, para el efecto de que la autoridad competente reponga el procedimiento 
administrativo con las formalidades previstas por el citado artículo 150, pero sin que con 
ello se obligue ni se impida a la citada autoridad a iniciar un nuevo procedimiento a partir de 
ese momento, por tratarse del ejercicio de una atribución que queda dentro del campo de 
las facultades discrecionales de la autoridad, es inconcuso que al resolver la fiscalizadora 
volver a instaurar el procedimiento para subsanar la inconsistencia o vicio formal detectado, 
la autoridad fiscal y aduanera está obligada a nuevamente levantar el acta de inicio de dicho 
procedimiento cumpliendo con las formalidades al efecto previstas por el artículo 150 de la 
Ley Aduanera, por lo que la connotación "a partir de ese momento" o su equivalente 
plasmada en sentencia, hace referencia, justamente, como el inicio o más puntualmente 
como a partir del levantamiento del acta de inicio de procedimiento administrativo en 
materia aduanera que, de nueva cuenta fuese a instaurar, si se considera por la autoridad 
que no existe impedimento legal alguno, es oportuno y procedente; luego entonces, 
reponer el procedimiento administrativo, significa que debe iniciarlo desde el levantamiento 
mismo del acta circunstanciada con que empieza a ejercer la facultad discrecional y, el 
término "a partir de ese momento" o un equivalente, tiene la connotación antes apuntada; 
es decir, que solvente los vicios formales a partir de que inicie nuevamente el 
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procedimiento administrativo con el relativo levantamiento del acta correspondiente; no así 
una connotación entendida ni como a partir del momento del año en que lo inició por 
primera ocasión; pues queda claro que nadie puede retrotraer el tiempo, ni puede 
retrotraerse en él; ni como la posibilidad de que se reponga la resolución administrativa 
determinante del crédito fiscal subsanando en ella la omisión formal o el vicio de 
procedimiento primigeniamente detectado, esclareciendo el error en que se haya incurrido 
y que debió señalarse en el acta primigenia anulada; esto es, no es una cuestión de 
meramente informar o comunicar al contribuyente un "dice" y un "debe decir". 

 
27. Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios. 

VII-CASA-III-63 
SOBRESEIMIENTO. PROCEDE CUANDO EL CONTRIBUYENTE QUE REALIZA HABITUALMENTE 
JUEGOS CON APUESTAS Y SORTEOS EN ESTABLECIMIENTOS FIJOS, ALEGUE LA ILEGALIDAD 
DE LAS REGLAS I.6.11 DE LA 4a. RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL 2009 Y I.6.2.7 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 2010 (REGLA 
5.2.33. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015), AL NO SERLE APLICABLES Y 
NO EXISTIR UNA AFECTACIÓN A SU INTERÉS JURÍDICO.- Cuando el contribuyente que 
realiza habitualmente juegos con apuestas y sorteos del inciso b), fracción II del artículo 2o. 
de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, alegue la ilegalidad de las 
Reglas I.6.11 de la Cuarta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2009 publicada en el Diario Oficial de la Federación el 31 de marzo de 2010 y I.6.2.7 de 
la Resolución Miscelánea Fiscal para 2010 publicada el 11 de junio de 2010 (actualmente 
Regla 5.2.33 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Oficial de 
la Federación el 30 de diciembre de 2014) el juicio contencioso administrativo debe 
sobreseerse en relación a dichos actos, toda vez que las reglas en cuestión no afectan la 
esfera e interés jurídicos de la demandante, pues las mismas se refieren a las obligaciones y 
requisitos a cumplir por los proveedores de servicios y órganos verificadores autorizados 
por el Servicio de Administración Tributaria, para proporcionar a los contribuyentes que así 
lo soliciten, los servicios necesarios para el control y manejo del sistema de cómputo que se 
encuentran obligados a instalar dichos contribuyentes cuyo giro comercial se relacione con 
el servicio de juegos con apuestas y sorteos, y no se refiere directamente a las obligaciones 
de los propios contribuyentes en último lugar citados, si además es el caso de que no existe 
indicio de que la empresa enjuiciante encuadre con sus actividades en el supuesto de ser un 
proveedor de servicios autorizado por el Servicio de Administración Tributaria para tales 
fines, o bien que resulte ser un órgano verificador a los que se refieren las mencionadas 
Reglas I.6.11 de la Cuarta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2009 y I.6.2.7 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2010; (actualmente Regla 5.2.33 
de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 30 de diciembre de 2014); de ahí que se configura el supuesto contemplado en el artículo 
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8, fracción I de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo en relación con 
la fracción II del artículo 9 de dicho ordenamiento y deberá decretarse el sobreseimiento del 
juicio. 

 
28. Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

VII-CASA-III-64 
PÉRDIDAS EN OPERACIONES FINANCIERAS DERIVADAS DE UNA DEUDA Y DE CAPITAL, 
REQUISITOS PARA QUE PUEDAN SER DISMINUIDAS DE LAS GANANCIAS O DE LOS 
INTERESES.- El artículo 171 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, dispone en lo que 
interesa, que tratándose de los ingresos a que se refiere la fracción XIV, del artículo 167, de 
esa ley, el interés y la ganancia o la pérdida, acumulable o deducible, en las operaciones 
financieras derivadas de deuda y de capital, se determinará conforme a lo dispuesto en los 
artículos 22 y 23 de esa ley, respectivamente. Que cuando en las operaciones de referencia 
la pérdida para las personas físicas exceda a la ganancia o al interés obtenido por ella en el 
mismo mes, la diferencia podrá ser disminuida de las ganancias o de los intereses, en los 
meses siguientes que le queden al ejercicio, sin actualización, hasta agotarla, siempre que 
no haya sido disminuida anteriormente. Por último, establece que las ganancias que 
obtenga el contribuyente en operaciones financieras derivadas de capital deberán 
acumularse en su declaración anual, pudiendo disminuirlas con las pérdidas generadas en 
dichas operaciones por el ejercicio que corresponda y hasta por el importe de las ganancias; 
y que contra el impuesto que resulte a su cargo podrán acreditar el impuesto que se les 
hubiera retenido en el ejercicio. Luego de realizar una interpretación estricta a tal numeral, 
de conformidad con el artículo 5° del Código Fiscal de la Federación, se pone de manifiesto 
que la disminución de pérdidas en las operaciones financieras mencionadas, se encuentra 
limitada claramente en el aspecto del tiempo, a que se apliquen en los meses siguientes que 
le queden al ejercicio hasta agotarlas, esto es, se supedita al hecho de que las mismas se 
agoten en los meses siguientes que le queden al ejercicio en que se sufrieron hasta 
agotarlas, como concretamente se condiciona, y no así a que se agoten en diversos 
ejercicios; puesto que el término "le queden al ejercicio" inevitablemente lo circunscribe a 
los meses que le resten al ejercicio de trato, pues de haber sido esta la intención del 
legislador en el párrafo de estudio dentro del artículo 171, como opción que fuere en dicho 
ejercicio, o bien, hasta agotarla en otros, se hubiese introducido la frase "hasta agotarla" 
que denota esa opción, lo cual no ocurrió, por lo tanto no puede interpretarse que se 
estipule o prevea la alternativa de agotar las referidas pérdidas en otros ejercicios distintos 
a aquel en el que se obtuvieron las ganancias por la realización de dichas operaciones. 
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29. Código Fiscal de la Federación. 
VII-CASA-III-69 
VACACIONES GENERALES DE LAS AUTORIDADES FISCALES FEDERALES. PARA EFECTO DEL 
CÓMPUTO DEL PLAZO DE VEINTE DÍAS PARA DESVIRTUAR LOS HECHOS U OMISIONES 
ASENTADOS EN EL OFICIO DE OBSERVACIONES, A QUE SE REFIEREN LAS FRACCIONES VI 
DEL ARTÍCULO 48 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DEBEN SER PROBADAS POR LA 
PARTE INTERESADA.- De conformidad con lo dispuesto por el artículo 83 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles de aplicación supletoria a la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, el que funda su derecho en una regla general no necesita 
probar que su caso siguió esa regla y no la excepción, pero quien alega que el caso está en la 
excepción de una regla general debe probar que así es. Por tanto, si en términos de lo que 
establece el primer párrafo del artículo 12 del Código Fiscal de la Federación, la regla 
general es que son inhábiles los sábados, los domingos, el 1° de enero; el primer lunes de 
febrero en conmemoración del 5 de febrero; el tercer lunes de marzo en conmemoración 
del 21 de marzo; el 1° y 5 de mayo; el 16 de septiembre; el tercer lunes de noviembre en 
conmemoración del 20 de noviembre; el 1° de diciembre de cada 6 años, cuando 
corresponda a la transmisión del Poder Ejecutivo y el 25 de diciembre; y aun cuando los días 
en que suspendan labores las autoridades fiscales federales por concepto de vacaciones 
generales si bien tampoco pueden computarse como días hábiles, esto último, por constituir 
una excepción a la regla general, que debe ser probada por quien funda su derecho en ella; 
y si no lo hace así, el plazo de veinte días para desvirtuar los hechos u omisiones asentados 
en el oficio de observaciones, a que se refieren las fracciones VI del artículo 48 del Código 
Fiscal de la Federación, solo atenderá a los días inhábiles que señala el artículo 12, primer 
párrafo del Código Fiscal de la Federación. 

 
30. Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal. 

VII-CASA-V-82 
COMPETENCIA. LA DETENTAN, LA SUBTESORERÍA DE FISCALIZACIÓN Y LA DIRECCIÓN DE 
REVISIONES FISCALES, AMBAS ADSCRITAS A LA TESORERÍA DEL DISTRITO FEDERAL, EN 
MATERIA DE FISCALIZACIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES RESPECTO 
DE CONTRIBUCIONES COORDINADAS.- Los artículos 7, fracción VIII, inciso B), puntos 3 y 
3.4., del Reglamento Interior de la Administración Pública del Distrito Federal, vigente en el 
ejercicio 2011, disponen que la Subtesorería de Fiscalización, es una unidad administrativa 
adscrita a la Tesorería del Distrito Federal; y, que la Dirección de Revisiones Fiscales, a su 
vez, es una unidad administrativa de apoyo técnico-operativo, adscrita a la referida 
Subtesorería de Fiscalización. Por su parte, el artículo 81, fracciones I, II, III, V, del propio 
Reglamento Interior, dispone que compete a la Subtesorería de Fiscalización del Distrito 
Federal, comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes en 
materia de contribuciones coordinadas en términos de las leyes fiscales federales y en los 
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acuerdos o convenios suscritos por el Ejecutivo Federal; ordenar la revisión de dictámenes y 
requerir a los contribuyentes para que exhiban la contabilidad, declaraciones, avisos, datos, 
otros documentos e informes, para comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales 
de los contribuyentes; dar a conocer a los contribuyentes los hechos u omisiones que 
entrañen o puedan entrañar el incumplimiento de disposiciones fiscales que se conozcan 
durante el ejercicio de las facultades de comprobación; y, en general, llevar a cabo todos los 
actos inherentes al ejercicio de las facultades de comprobación; y, el artículo 84, fracciones 
I, II y VIII, del referido ordenamiento reglamentario, establece que compete a la Dirección 
de Revisiones Fiscales de la Subtesorería de Fiscalización del Distrito Federal, practicar la 
revisión de dictámenes, para comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales de los 
contribuyentes en materia de contribuciones federales coordinadas en los términos de los 
acuerdos del Ejecutivo Federal; requerir a los contribuyentes para que exhiban la 
contabilidad, declaraciones, avisos, datos, otros documentos e informes, para comprobar el 
cumplimiento de las disposiciones fiscales; dar a conocer a los contribuyentes, los hechos u 
omisiones que se conozcan con motivo del ejercicio de las facultades de comprobación del 
cumplimiento de las obligaciones fiscales a su cargo, en materia de las contribuciones 
federales coordinadas y, en general, llevar a cabo todos los actos inherentes al ejercicio de 
las facultades de comprobación. De lo anterior se desprende la existencia de facultades 
conferidas a la Subtesorería de Fiscalización de la Tesorería del Distrito Federal y a la 
Dirección de Revisiones Fiscales adscrita a la primera; por ello, una u otra pueden ejercer 
tales facultades de fiscalización, respecto de cualquier contribuyente, puesto que no existe 
precepto alguno que jerarquice el ejercicio de esas facultades. 

 
31. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASA-V-83 
SUSTITUCIÓN DE AUTORIDADES FISCALES. NO SE ACTUALIZA CUANDO INTERVIENEN DOS 
FUNCIONARIOS ADSCRITOS A UNA MISMA UNIDAD ADMINISTRATIVA.- El artículo 44, 
fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, establece: "En los casos de visita en el 
domicilio fiscal, las autoridades fiscales, los visitados, responsables solidarios y los terceros 
estarán a lo siguiente: (...) IV. Las autoridades fiscales podrán solicitar el auxilio de otras 
autoridades fiscales que sean competentes, para que continúen una visita iniciada por 
aquéllas notificando al visitado la sustitución de autoridad y de visitadores...". En ese 
precepto se consigna la posibilidad de sustituir autoridades competentes, para continuar 
una visita domiciliaria, de donde resulta que tal sustitución solo puede operar cuando se 
trata de dos autoridades con competencia territorial distinta; pero no se actualiza cuando se 
está en presencia de la actuación de dos funcionarios que están adscritos a una misma 
unidad administrativa, como ocurre cuando el Subtesorero de Fiscalización del Distrito 
Federal emite el documento con el que inicia la revisión del dictamen de los estados 
financieros de un contribuyente; y el Director de Revisiones Fiscales adscrito a esa 
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Subtesorería, emite el documento con el que finaliza la revisión; toda vez que de los 
artículos 81, fracciones I, II, III, V, y 84, fracciones I, II y VIII, del Reglamento Interior de la 
Administración Pública del Distrito Federal, se desprende que el Subtesorero de 
Fiscalización del Distrito Federal y el Director de Revisiones Fiscales, ambos adscritos a la 
Tesorería del Distrito Federal, pueden ejercer las facultades de comprobación previstas en el 
artículo 42, fracciones II y IV, del Código Fiscal de la Federación, lo que significa que esos 
funcionarios pueden revisar dictámenes sobre estados financieros y realizar revisión de 
contabilidad, datos y documentos en sus oficinas; por lo que es jurídicamente viable que la 
solicitud de contabilidad, datos e informes para revisar el dictamen de estados financieros 
de un contribuyente, sea emitida por uno de esos funcionarios y, que el otro funcionario 
emita el oficio en el que se hagan constar los hechos u omisiones conocidos durante el 
procedimiento de fiscalización, sin que eso signifique que existió sustitución de autoridad, 
pues no debe perderse de vista que ambos funcionarios están adscritos a una misma 
autoridad fiscal. 

 
32. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASA-V-84 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE IMPUESTOS COORDINADOS. LAS DIRECCIONES 
REGIONALES DE AUDITORÍA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS, INVERSIÓN Y 
ADMINISTRACIÓN DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO DEBEN FUNDAR SU 
COMPETENCIA MATERIAL PARA TAL EFECTO TAMBIÉN EN LA LEGISLACIÓN LOCAL 
APLICABLE.- Si una Dirección Regional de Auditoría Fiscal de la Secretaría de Finanzas, 
Inversión y Administración del Gobierno del Estado de Guanajuato, actuando como 
autoridad fiscal federal de conformidad con el Convenio de Colaboración Administrativa en 
Materia Fiscal Federal, celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría 
de Hacienda y Crédito Público y el Gobierno del Estado de Guanajuato, determina 
presuntivamente la base o fuente generadora de los impuestos federales coordinados, 
resulta necesario que para satisfacer la garantía de debida fundamentación de su 
competencia y de conformidad con la Cláusula Cuarta del Convenio referido cite, además de 
las disposiciones jurídicas federales aplicables, el artículo 58, fracción XXVI del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración del Estado de Guanajuato, 
que es el precepto reglamentario de la legislación local que establece la competencia 
material de dichas Direcciones para actuar de esa manera. 

 
33. Ley del Impuesto al Valor Agregado. 

VII-CASA-V-85 
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DEL VALOR DE ACTOS O ACTIVIDADES GRAVADOS A LA 
TASA DEL 16%. INDEBIDA APLICACIÓN DEL FACTOR 1.16 PARA SEPARAR DE LA 
CONTRAPRESTACIÓN EL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO.- Cuando derivado del ejercicio 
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de las facultades de comprobación, la autoridad determine de manera presuntiva valor de 
actos o actividades por depósitos bancarios que la contribuyente omitió considerar, dentro 
de su contabilidad, como actos gravados a la tasa del 16% efectivamente cobrados y por los 
cuales se está obligado al pago de contribuciones; resulta ilegal que a efecto de separar de 
la contraprestación el impuesto al valor agregado (al estimar que las cantidades 
determinadas contenían el impuesto trasladado), la autoridad realice una operación 
aritmética (división), aplicando el factor de 1.16 y funde su actuar en el artículo 1, primer 
párrafo, fracción II, segundo y tercer párrafos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, el 
cual prevé, entre otras cuestiones, una tasa equivalente al 16%. Ello es así, pues la referida 
fundamentación no establece el procedimiento ni el factor aplicado por la autoridad en su 
determinación, consistente en dividir los montos del valor de actos o actividades entre 1.16, 
aunado a que carece de la debida motivación, por no existir razonamiento lógico jurídico 
que permita deducir de dónde se obtiene tal factor o por qué se considera que el mismo 
podría ser o es igual a la tasa del 16%; razón por la cual, la resolución es ilegal respecto a la 
insuficiente fundamentación y motivación del procedimiento aplicado. 

 
34. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VII-CASA-V-86 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. FORMA DE DISTINGUIRLA DE ENTRE LAS 
ACTUACIONES DE LA AUTORIDAD.- Acorde con el artículo 113, segundo párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el Estado tiene la obligación de 
responder por los daños que cause en bienes o derechos de particulares con motivo de su 
actividad administrativa irregular. Al respecto, al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 
4/2004, así como el Amparo Directo en Revisión 1338/2014, el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación concluyó que la actividad administrativa irregular del Estado, es 
aquella que se realiza sin atender a la normatividad establecida previamente por el Estado 
para llevar tal actuación en forma precisa; por lo que distinguir si una actuación de la 
autoridad tiene o no el carácter de actividad administrativa irregular para los efectos a que 
se refiere el citado dispositivo constitucional, depende de que se ajuste o no a las 
disposiciones legales. 

 
35. Código Fiscal de la Federación. 

VII-CASA-V-87 
ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. LA CONSTITUYE LA OMISIÓN DE 
CIRCUNSTANCIAR DEBIDAMENTE HECHOS CONOCIDOS DURANTE LA VISITA 
DOMICILIARIA.- Al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 4/2004, el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación examinó el proceso legislativo relativo al artículo 113 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y concluyó que la actividad 
administrativa irregular del Estado es aquella que se realiza sin atender a la normatividad 
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establecida previamente por el Estado para llevar tal actuación en forma precisa. En tal 
virtud, se identifica como actividad administrativa irregular del Estado, el levantamiento de 
actas parciales en una visita domiciliaria, cuando se deja de cumplir con la formalidad 
establecida en la fracción I, del artículo 46 del Código Fiscal de la Federación, relativa a 
hacer constar en forma circunstanciada los hechos u omisiones que se hubieren conocido 
por los visitadores; pues tal omisión implica el incumplimiento a la normatividad específica 
para el levantamiento de las actas aludidas. 
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